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3.1.2.6.4. Acogimiento familiar
En relación al acogimiento familiar, según queda recogido en el artículo 81.f de la Ley de Infancia y Adolescencia en An-
dalucía, la intervención del Ente público tendrá que priorizar la adopción de medidas familiares frente a las residenciales, 
las estables frente a las temporales, y las consensuadas frente a las impuestas, garantizando la continuidad de las rela-
ciones personales del menor con su familia de origen y su familia extensa, siempre que no vaya en contra de su interés 
superior, perjudique su desarrollo integral, ni la adopción de una medida estable. Y en el artículo 99 de la misma Ley se 
establece que el acogimiento familiar tiene por objetivo lograr la plena integración y participación de las niñas, 
niños y adolescentes en un núcleo familiar, adecuado a sus necesidades, para ofrecerles un entorno afectivo de 
convivencia, lo cual implica el ejercicio de la guarda por parte de las familias acogedoras y que la Administración 
Pública deba velar por su adecuada selección, formación continuada y que efectúe un seguimiento periódico de las 
familias acogedoras en todas sus modalidades.

Respecto de la problemática asociada a la valoración de idoneidad en los primeros meses del año 2023 recibimos res-
puesta a la resolución que emitimos en la queja 22/6919, en la que hubimos de incidir en las mismas consideraciones 
que efectuamos en una anterior resolución e insistir en que, desde el punto de vista de esta Defensoría, no se puede 
considerar carente de fundamento la petición que realizan los familiares de una menor para que se diera respuesta 
expresa a su solicitud para tenerla en acogimiento familiar, por lo que estimamos que, atendiendo al interés superior de 
la menor, la petición debió ser objeto de estudio, valoración y ser respondida mediante una resolución, suficientemente 
motivada, en la que se analizaran los pros y los contras de un posible cambio en la medida de protección, resolviendo 
lo procedente.

Además puntualizamos que desde el punto de vista del procedimiento administrativo se trata de una obligación que 
incumbe a la Administración, que ha de dar respuesta expresa a las solicitudes que le sean formuladas, cuya omisión 
provoca una vulneración de derechos.

Es por ello que emitimos una nueva resolución con el Recordatorio de los deberes legales incumplidos y la Recomen-
dación de adoptar las medidas precisas para evitar que en el futuro ese Organismo (Delegación Territorial de Inclusión 
Social, Juventud, Familias e Igualdad de Sevilla) se aparte de lo previsto en la normativa vigente y los procedimientos 
se dilaten en el tiempo, dictando la resolución correspondiente en la forma, con el contenido y en el plazo previsto en 
la normativa.

Para dar cumplimiento a nuestra Recomendación la citada Delegación Territorial nos remitió copia de la resolución 
que fue notificada a la familia por la que de modo suficientemente motivado se acordaba la suspensión del régimen 
de relaciones personales y se desestimaba la solicitud para tener a la menor en acogimiento familiar.

Algunas de las quejas tramitadas en el año han versado sobre retrasos en la resolución de los expedientes conducen-
tes a la valoración de idoneidad como familia acogedora. Así aconteció con la tía de una menor que se lamentaba 
de que la valoración de idoneidad como familia de acogida permanente de su sobrina se estuviese demorando más de 
6 meses y que en tanto la niña hubiese de permanecer ingresada en un centro.

La Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad, en Granada vino a explicar el retraso por 
haber coincidido la tramitación del expediente con el periodo de vacaciones de verano del personal, ello unido a las 
conocidas carencias de personal en el Servicio de Protección de Menores. A lo expuesto se añadía el requerimiento de 
documentación complementaria realizado a la familia y la duración de las sesiones formativas iniciales. A continuación 
la interesada fue citada por el equipo compuesto por una trabajadora social y una psicóloga del Servicio de Protección 
de Menores, profesionales que con los datos obtenidos venían realizando el informe psicológico y social de su familia, 
siendo previsible que la resolución conclusiva del expediente fuese emitida en breve queja 22/5845.

También hemos tramitado quejas relacionadas con retrasos en el abono de la prestación económica que viene a 
compensar los gastos de la familia por el acogimiento familiar de menores, tal como en la reclamación de una 
persona que llevaba desde noviembre de 2022 sin percibir la citada prestación económica, lo cual repercutía de forma 
negativa en su economía familiar.

Tras valorar los hechos, nos interesamos por los problemas que pudieran estar incidiendo en el retraso en el abono de 
dicha prestación económica ante la Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad en Málaga, 
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que nos remitió un informe en el que de forma sucinta venía a exponer que con frecuencia en los primeros meses del 
año se producen retrasos debido a los procedimientos de revaloración de la cuantía de las prestaciones, priorizándose 
las resoluciones de revaloración de prestaciones sobre la activación de los pagos correspondientes a las nuevas presta-
ciones reconocidas, como es el caso analizado en la queja.

Es por ello que las prestaciones vigentes correspondientes al mes de enero, debido al proceso de revaloración de las 
prestaciones, se abonaron durante el mes de marzo de 2023. Y a continuación se procedió con las nuevas prestaciones, 
por lo que los abonos correspondientes a la persona titular de la queja se hicieron efectivos en el mes de mayo de 2023. 
A partir de aquí los abonos tienen cadencia mensual, por lo que el pago correspondiente al mes de mayo se abonaría 
en el mes de junio y así sucesivamente.

A lo expuesto añadía la Delegación Territorial que los cambios y mejoras que se vienen introduciendo en el programa 
informático de gestión de las prestaciones redundarán en un acortamiento de los plazos de gestión de los expedientes.

Y a esta explicación de los motivos de los retrasos en la tramitación de los expedientes relativos a la prestación econó-
mica por acogimiento familiar hemos de sumar los argumentos que la misma Delegación Territorial nos expuso en la 
queja 23/0094 al señalar lo siguiente: “… referir dos realidades acontecidas en 2022 que han afectado la dinámica del 
Servicio de Protección de Menores. El concurso de méritos del personal funcionario con notables salidas, entradas y 
ajustes de equipos de trabajo, a lo que sumaríamos numerosas bajas laborales de personal administrativo y técnico. 
Por otro lado, la implementación de la Instrucción 4/2021 de la Dirección General de Infancia de la CIPSC sobre el Pro-
tocolo para la gestión de la medida de acogimiento familiar, firmado el 22/12/21, que ha supuesto la reestructuración 
de funcionamiento y organización del SPM …” queja 23/1734.

La propia definición y esencia de la medida de acogimiento familiar hace que ésta deba estar a expensas de la evolu-
ción del menor y su familia, teniendo presente la prioridad de que siempre que sea posible y responda a su interés se 
deba fomentar la preservación de los vínculos familiares e incluso una posible reintegración familiar. Así en la 
queja 23/0719 se requirió la intervención de esta Defensoría en relación con el menor al que la persona interesada tenía 
en acogimiento familiar. Nos decía que su situación personal y las características de su familia no harían aconsejable 
el retorno con su familia biológica: nos manifestaba su temor ante la posibilidad de que a pesar de ello la decisión que 
pudiera adoptar el Ente Público fuese en ese sentido.

Tras valorar los hechos indicamos al interesado que del relato de su queja no se deducían irregularidades en la inter-
vención del Ente Público, que en esos momentos estaba valorando la evolución de la menor y las condiciones de su 
familia biológica para decidir, atendiendo a su supremo interés y teniendo en consideración todas las circunstancias que 
concurren en su situación, la medida de protección que pudiera resultar más beneficiosa, congruente con su interés 
superior, siendo así que dicha decisión habría de adoptarse conforme a las previsiones de los reglamentos reguladores 
del procedimiento de desamparo tutela y guarda (Decreto 42/2002, de 12 de febrero), así como del acogimiento familiar 
y adopción (Decreto 282/2002, de 12 de noviembre).

De igual modo, otras ciudadana se lamentaba de que se hubiera producido un cambio en el modo en que en adelante 
se tendría realizar el seguimiento y apoyo del acogimiento familiar del menor que tiene a su cargo, obligándolo a des-
plazamientos innecesarios, todo ello para favorecer los contactos de éste con su familia biológica.

Al dar trámite a la queja pudimos conocer los pormenores del caso, el cual tuvo una resolución favorable gracias al 
acuerdo alcanzado entre todas las partes (menor, familia acogedora y madre biológica) siendo así que el Ente público 
nos anunció su intención de iniciar un proceso para que el menor fuese adoptado por dicha familia en la modalidad de 
adopción “abierta”, lo cual permitiría al menor mantener contactos con su progenitora queja 23/6847.
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